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 Resumen 
El presente informe examina los principales estándares internacionales 
sobre gobierno judicial y nombramiento de jueces. En él, se sistematizan 
los principios para el nombramiento de jueces, elaborados por la Relatora 
Especial de Naciones Unidas (2026), los que establecen garantías 
mínimas aplicables a distintos modelos institucionales. Entre ellas 
destacan la existencia de procedimientos regulados por normas claras; 
la selección de jueces mediante órganos independientes e imparciales; 
la primacía del mérito, la integridad y la capacidad como criterios de 
selección; la transparencia de los procedimientos; y la limitación de la 
discrecionalidad política en los nombramientos. Asimismo, se sintetizan 
las recomendaciones formuladas por la Relatora a Chile en 2025 en 
materias relacionadas con el gobierno judicial y el sistema de 
nombramientos. 
En segundo lugar, se analiza la opinión emitida por la Comisión de 
Venecia del Consejo de Europa sobre el proyecto de reforma 
constitucional relativo al Poder Judicial (2025), exponiendo sus 
principales observaciones sobre el diseño institucional del Consejo de 
Nombramientos Judiciales, el procedimiento de nombramiento de jueces, 
el sistema disciplinario, la administración del Poder Judicial y la 
eliminación de la figura del abogado integrante. 
Finalmente, el informe identifica las principales convergencias entre 
ambas organizaciones internacionales, constatando que tanto la 
Relatora Especial de Naciones Unidas como la Comisión de Venecia 
promueven procedimientos de nombramiento judicial basados en el 
mérito, desarrollados por órganos independientes, regulados por normas 
claras, transparentes y protegidos frente a injerencias políticas indebidas, 
reconociendo, al mismo tiempo, que no existe un modelo único de 
gobierno judicial compatible con los estándares internacionales. 
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Introducción 

El presente informe examina los principales estándares internacionales sobre el gobierno judicial y el 
nombramiento de jueces, con especial atención a los Principios para el nombramiento de jueces 
elaborados por la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de los magistrados 
y abogados (2026), al informe de la misma Relatora Especial sobre su visita a Chile (2025) y a la opinión 
emitida por la Comisión de Venecia respecto del proyecto de reforma constitucional sobre el Poder 
Judicial en Chile (2025).  

Su elaboración se enmarca en la discusión del proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta 
Fundamental para crear el Consejo Nacional de la Magistratura y el Ministerio Público (Boletín N.° 
12.607-07), actualmente refundido con los boletines N.os 17.150-07, 17.193-07, 16.979-07, 17.115-07, 
14.192-07, 16.852-07 y 17.144-07. 

El documento se estructura en dos apartados. El primero expone los principios desarrollados por la 
Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de los magistrados y abogados en 
materia de nombramientos judiciales, así como, las recomendaciones de la misma relatora 
correspondiente a su visita a Chile, entre el 29 de julio y el 09 de agosto de 2024. El segundo analiza la 
opinión emitida por la Comisión de Venecia sobre la reforma constitucional chilena, examinando sus 
observaciones relativas al diseño institucional del Consejo de Nombramientos Judiciales, el 
procedimiento de nombramiento de jueces, el sistema disciplinario, la administración del Poder Judicial, 
la figura de los abogados integrantes y las conclusiones generales formuladas por dicho órgano. 

El análisis se centra en la identificación y sistematización de los estándares internacionales y de las 
recomendaciones formuladas por los órganos especializados antes mencionados, sin efectuar un 
análisis del contenido del proyecto de reforma constitucional ni pronunciarse sobre su mérito. 

El tema abordado y los contenidos del presente informe se encuentran delimitados por los parámetros 
propios de la Asesoría Técnica Parlamentaria, por el plazo de entrega convenido y por la información 
normativa y doctrinaria disponible. No constituye un documento académico y se enmarca en criterios de 
neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su elaboración. Lo destacado y las traducciones son 
propias. 

 
I. Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, ONU 

Los sistemas de nombramiento de jueces constituyen la entrada al poder judicial, por lo que deben 
contribuir a reforzar su independencia e imparcialidad y a mantener la confianza de la ciudadanía en la 
administración de justicia. Con ese mensaje, el Informe de la Relatora Especial Margaret Satterthwaite, 
sobre la independencia de los magistrados y abogados, “Principios para el nombramiento de jueces” 
(Informe ONU, 2026), establece un conjunto de garantías mínimas fundadas en el derecho internacional 
de los derechos humanos, las normas regionales, la jurisprudencia y las orientaciones de órganos de 
expertos autorizados entre los que se destacan los dictámenes de la Comisión Europea para la 
Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia).  

Estas garantías son aplicables a diversos modelos institucionales y no tienen por finalidad establecer un 
sistema único de selección y nombramiento judicial, sino garantías mínimas orientativas que deben 
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traducirse en mecanismos concretos compatibles con las características jurídicas, sociales y culturales 
de cada Estado (Informe ONU, 2026: 1, 2, 4 y 6)1. 

A continuación, se abordan los principios generales para la selección y nombramiento de jueces emitidos 
por la relatora especial, así como, las recomendaciones particulares a Chile luego de su visita el año 
2024. 

1. Informe Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, ONU 
(2026) 

Los principios que se consignan en el Informe ONU 2026 se agrupan en tres categorías: requisitos 
previos, criterios y proceso de selección y nombramiento de jueces. 

Respecto del órgano de selección, la Relatora Especial recomienda encomendar la selección a una 
autoridad independiente e imparcial, cuya composición, mandato y funcionamiento la protejan de 
injerencias políticas; los consejos judiciales son señalados como una buena práctica en tal sentido 
(Informe ONU, 2026: párrs. 27-28). Cuando participan el Poder Ejecutivo o el Legislativo, dicha 
intervención debe ser meramente protocolaria o estar estrictamente acotada, y basarse preferentemente 
en la propuesta de un órgano de selección independiente (Informe ONU, 2026: párr. 30). El riesgo de 
politización es mayor tratándose de cargos de liderazgo judicial —como la presidencia de un tribunal 
supremo—, en que un solo nombramiento puede alterar la gobernanza interna del tribunal (como 
asignación de causas o traslados de jueces) (Informe ONU, 2026: párr. 31). 

En materia de nombramientos temporales, interinos o provisionales, el informe exige que sean 
excepcionales, de duración limitada y respondan a una necesidad objetiva, sujetos a las mismas 
garantías de independencia que los nombramientos permanentes. La renovabilidad se señala como un 
punto especialmente sensible, que puede comprometer la independencia individual del juez cuando su 
continuidad depende de decisiones discrecionales de autoridades políticas (Informe ONU, 2026: párrs. 
38 y 40). 

Sobre los criterios de selección, la integridad, la formación y la capacidad deben ser los criterios 
rectores, exigibles con mayor intensidad cuanto más alto sea el cargo, y evaluados mediante métodos 
objetivos y verificables. Asimismo, considera que la antigüedad puede influir, pero no debe sustituir la 
evaluación (Informe ONU, 2026: párr. 42). Las evaluaciones de integridad previas al nombramiento 
deben aplicarse de forma proporcionada y con garantías procesales, evitando exigencias de 
transparencia patrimonial excesivamente intrusivas (Informe ONU, 2026: párrs. 47-50). El informe exige, 
además, que la composición del Poder Judicial refleje la diversidad de la sociedad a la que sirve, 
admitiendo medidas especiales de carácter temporal —incluidos cupos, cuando esté justificado— sin 
que ello se aparte del principio del mérito (Informe ONU, 2026: párrs. 58-60). 

En cuanto a la publicidad y transparencia del procedimiento, las convocatorias, criterios y plazos 
deben publicarse con antelación, y las decisiones deben ser motivadas y susceptibles de revisión; el 

 
1 El informe citado se elaboró a partir de siete consultas regionales y 78 comunicaciones escritas de 
Estados, la sociedad civil y el mundo académico (ONU-Principios, 2026: párr. 7). 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

4 
 

informe matiza, sin embargo, que la transparencia tiene límites legítimos, ya que no toda la información 
debe hacerse pública si ello expone a los candidatos o a los responsables de la decisión a presiones 
indebidas (Informe ONU, 2026: párrs. 71-77). 

Respecto de las incompatibilidades, deben existir normas claras, proporcionadas y establecidas por 
ley sobre conflictos de intereses, declaración de intereses y, cuando esté justificado, períodos de 
incompatibilidad respecto de la actividad política previa, formuladas con precisión suficiente para no 
generar exclusiones arbitrarias (Informe ONU, 2026: párrs. 65-68). 

Finalmente, el informe exige vías efectivas para impugnar irregularidades en el proceso —con plazos 
limitados y, cuando corresponda, efecto suspensivo— y espacios estructurados para la participación 
de la sociedad civil, particularmente en los nombramientos de tribunales superiores (Informe ONU, 
2026: párrs. 93-98). 

Para mayor claridad, la siguiente tabla sintetiza los principios con sus respectivas directrices, contenido 
normativo y recomendaciones asociadas:  

Tabla 1. Principios para el nombramiento de jueces  

 Principio Directriz Contenido normativo (CN) y 
Recomendaciones (REC) 

 
 
 
 
 
R
E
Q
U
I
S
I
T
O
S 
 
  
P
R
E
V
I

1. Fundamento 
jurídico 

Los sistemas de 
selección y 
nombramiento deben 
constar en disposiciones 
constitucionales o legales 
suficientemente precisas 
para limitar la 
discrecionalidad y 
garantizar conformidad 
con estándares 
internacionales (párr. 24). 

C.N.: La claridad normativa condiciona la 
independencia e imparcialidad judicial; las normas 
deben determinar autoridades competentes, 
procedimientos y criterios de acceso (párr. 25).  
Rec.: Codificar y publicitar el marco normativo; 
prever mecanismos anti-bloqueo institucional 
(prórroga de mandatos, reducción de quórum, 
órganos alternativos) (párr. 26). 

2. Sistemas de 
selección 
imparciales 

La selección debe ser 
imparcial e inclusiva, 
exenta de injerencias 
políticas y de control de 
otros poderes; se 
recomienda un órgano 
independiente (consejo 
judicial) (párrs. 27-28). 

C.N.: La intervención de poderes políticos debe 
ser acotada y basarse en propuestas de un 
órgano independiente; mayor riesgo en cargos de 
liderazgo judicial; el consejo judicial requiere 
independencia real (no solo formal), mayoría de 
jueces elegidos por pares y componente no 
judicial limitado2; la elección popular de jueces 
genera riesgos de politización3 (párrs. 29-36).  
Rec.: Descartar mecanismos electorales o de 
control partidista directo; garantizar 
independencia normativa y transparencia en la 
integración de los consejos (párr. 37). 

 
2 La Comisión de Venecia ha sostenido de forma constante que estos consejos deben tener una mayoría de jueces elegidos 
por otros jueces, procurando además que estén representados todos los niveles judiciales y que se refleje la diversidad 
existente, tanto de género como regional. Comisión de Venecia: 2025b: párr. 36 
3 El Comité de Derechos Humanos ha expresado su preocupación al respecto. A/50/40, párrs. 266 a 304, en especial párrafos 
288 y 301. Véase también A/HRC/50/36/Add.1, párr. 112. En Informe ONU, 2026:párr.36. 
 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

5 
 

O
S 

3. 
Nombramientos 
provisionales, 
interinos o 
temporales 

Deben ser 
excepcionales, acotados 
en el tiempo, fundados en 
necesidad objetiva y 
sujetos a las mismas 
garantías que los 
nombramientos 
permanentes (párr. 38). 

C.N.: No pueden habilitar destitución discrecional 
ni generar dependencia respecto de quien 
controla la renovación; la renovabilidad es 
especialmente sensible pues la independencia del 
juez puede verse comprometida (párrs. 39-40).  
Rec.: Límites legales estrictos a duración y 
renovación; períodos de incompatibilidad para 
evitar ventajas indebidas en nombramientos 
posteriores (párr. 41). 

 
 
 
 
 
C
R
I
T
E
R
I
O
S 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
C
R
I
T
E
R
I
O
S 
 

4. Mérito 
(integridad, 
formación, 
capacidad) como 
criterio rector 

La selección debe 
fundarse principalmente 
en el mérito, conforme a 
criterios legales. Las 
exigencias aumentan 
según la jerarquía del 
cargo (párr. 42). 

C.N.: El mérito trasciende lo académico e incluye 
integridad, formación y capacidad intercultural; 
exige mecanismos para excluir la incompetencia 
o corrupción y evitar sesgos directos/indirectos 
(párrs. 43-45). Rec.: Perfiles de cargo y matrices 
de competencias públicas; decisiones en base a 
criterios establecidos para evitar influencia de 
consideraciones políticas o ideológicas (párr. 46). 

5. Evaluaciones 
de integridad 
previas al 
nombramiento 

Deben ser legales, 
objetivas, 
proporcionadas, no 
discriminatorias, con 
garantías procesales y 
protegidas de 
manipulación política 
(párr. 47). 

C.N.: Complementan —sin sustituir— procesos 
disciplinarios o penales; se admite una inversión 
limitada de la carga de la prueba; deben 
moderarse las exigencias de transparencia 
patrimonial (párrs. 48-51).  
Rec.: Marco legal claro sobre alcance, métodos y 
estándar probatorio, con foco en cuestiones 
vinculadas al cargo y resguardo de la privacidad 
(párr. 52). 

6. Criterios 
objetivos y 
preestablecidos 
aplicados de 
manera imparcial 

Los criterios deben 
definirse ex ante, ser 
objetivos, públicos, 
vinculantes e 
inmodificables durante el 
proceso (párr. 53). 

C.N.: Exige precisión normativa y métodos de 
evaluación verificables; las adaptaciones 
contextuales deben estar reguladas y acotadas 
(párrs. 54-56).  
Rec.: Consagración legal de los criterios y 
estabilidad de las reglas una vez abierto el 
concurso (párr. 57). 

7. Diversidad y 
representatividad 

El poder judicial debe 
reflejar la diversidad 
social mediante medidas 
legales y transparentes, 
compatibles con el mérito 
(párr. 58). 

C.N.: Deben identificarse los grupos 
históricamente excluidos y garantizar que puedan 
alcanzar una representación adecuada; se 
admiten medidas especiales temporales o cupos 
si no comprometen la idoneidad; deben revisarse 
requisitos que generen exclusión indirecta (párrs. 
59-61).  
Rec.: Ampliar la base de candidatos idóneos, 
diversificar los órganos de selección y publicar 
datos desagregados sobre candidaturas y 
nombramientos para avanzar hacia un poder 
judicial que refleje la diversidad de la sociedad 
(párrs. 62-63). 

8. Normas de 
imparcialidad 
para la selección 
y el 
nombramiento 

Deben excluirse 
candidatos con conflictos 
de interés no declarados 
o vínculos políticos 
indebidos, mediante 

C.N.: Las incompatibilidades protegen la 
integridad del proceso; deben ser precisas, 
proporcionales y no remitirse a regulación futura 
indeterminada; deben conciliarse con la 
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normas legales de 
incompatibilidad y 
declaración de intereses 
(párr. 64). 

privacidad y la libertad de asociación (párrs. 65-
69).  
Rec.: Normas claras y proporcionales sobre 
incompatibilidad y divulgación de la información, 
sujetas a revisión (párr. 70). 

 
 
 
 
P
R
O
C
E
S
O 
 
D
E 
 
S
E
L
E
C
C
I
Ó
N 
Y 
 
N
O
M
B
R
A
M
I
E
N
T
O 
 
D
E 
 
J
U
E
C
E
S 
 

9. Transparencia 
del proceso de 
selección y 
nombramiento 

Transparencia en las 
etapas clave, con 
publicidad previa de 
convocatorias, criterios y 
plazos, respetando 
límites legítimos de 
privacidad (párr. 71). 

C.N.: Exige acceso real e igualitario, motivación 
de decisiones clave, posibilitar impugnación 
efectiva, comparecencias y entrevistas públicas 
reguladas y límites a la publicidad excesiva o a la 
complejidad procedimental que faciliten arreglos 
informales (párrs. 72-77).  
Rec.: Anuncio público de vacantes, listas de 
preseleccionados, decisiones motivadas y 
documentación conservada (párr. 78). 

10. Igualdad de 
acceso y no 
discriminación 

Debe garantizar el 
acceso a la función 
judicial en igualdad de 
condiciones, sin 
discriminación ni 
distinciones arbitrarias 
(párr. 79). 

C.N.: La igualdad de acceso constituye garantía 
institucional; los criterios que diferencian los 
candidatos deben vincularse objetivamente al 
cargo (párr. 80). Rec.: Evaluaciones periódicas de 
impacto en igualdad y ajustes razonables 
exigibles para personas con discapacidad (párr. 
81). 

11. Entrevistas y 
métodos de 
evaluación 

Los métodos de 
evaluación deben ser 
objetivos, coherentes y 
trazables (párr. 82). 

C.N.: Entrevistas estructuradas y grabadas; los 
exámenes escritos aportan objetividad; es 
legítimo dar mayor peso a la experiencia 
profesional en cargos superiores (párrs. 83-84).  
Rec.: Criterios uniformes para todos los 
postulantes y conservación de registros revisables 
(párr. 85). 

12. Toma de 
decisiones y 
justificación 

Las decisiones deben 
basarse en criterios 
preestablecidos, estar 
motivadas y registradas, 
garantizando control y 
legitimidad (párr. 86). 

C.N.: Las decisiones sobre nombramientos deben 
justificarse y hacerse según criterios 
preestablecidos para evitar arbitrariedad y permitir 
supervisión; la publicidad de recomendaciones y 
fundamentos debe ser limitada pero sustantiva 
(párr. 87).  
Rec.: Justificación escrita de los órganos de 
nombramiento sobre la aplicación de criterios; 
archivo y conservación de registros (párr. 88). 

13. Plazos y toma 
de posesión del 
cargo 

Marcos que garanticen 
continuidad institucional, 
con plazos razonables 
para la toma de posesión, 
ajenos a decisiones 
políticas circunstanciales 
(párr. 89). 

C.N.: La demora en la provisión de cargos genera 
vacíos jurídicos y facilita medidas "provisionales" 
manipulables (párrs. 90-91).  
Rec.: Plazos claros de las etapas, rendición de 
cuentas de su cumplimiento y publicación de 
datos sobre vacantes (párr. 92). 

14. Métodos de 
impugnación de 
nombramientos 

Vías eficaces, 
independientes y 
accesibles para impugnar 
irregularidades de los 
procesos, con reparación 
oportuna (párr. 93). 

C.N.: Los recursos deben ser efectivos en cuanto 
al fondo, evitar su uso táctico para generar 
bloqueo institucional y ser compatibles con la 
estabilidad judicial; procede la anulación de 
sentencias en casos graves (párrs. 94-96).  
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Rec.: Posibilidad de revisión judicial o 
constitucional de los procesos de selección y 
nombramientos de candidatos acotada 
temporalmente, con efecto suspensivo cuando 
corresponda, y mecanismos anti-bloqueo, como 
medidas que eviten el uso de la revisión para 
obstaculizar el proceso (párr. 97). 

15. Participación 
pública 

Escrutinio de la sociedad 
civil en los 
nombramientos de 
tribunales superiores y 
constitucionales, con 
mecanismos 
estructurados para 
acceder a la información 
y plantear observaciones 
para contribuir a la 
evaluación de las 
consideraciones (párr. 
98). 

C.N.: La participación social constituye garantía 
contra el abuso de poder, pero debe diseñarse 
con cautela para no politizar el proceso (párrs. 99-
100).  
Rec.: Institucionalizar espacios de participación 
de la sociedad civil con garantías procesales y 
protección frente a represalias por motivos 
políticos (párr. 101). 

Fuente: Elaboración propia en base al documento “Principios sobre el nombramiento de jueces” (AGNU, 
2026) 

2. Informe Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, ONU 
(2026). Visita a Chile 

En julio de 2025 se publicó el informe de la Relatora Especial Margaret Satterthwaite correspondiente a 
su visita a Chile, realizada entre el 29 de julio y el 9 de agosto de 2024 (Informe ONU, Visita a Chile, 
2025). Junto con reconocer solidez en sus instituciones judiciales, el informe identifica desafíos 
vinculados directamente al diseño del futuro Consejo de Nombramientos Judiciales. 

La Relatora se suma al amplio consenso —incluida la propia Corte Suprema desde 2014— sobre la 
necesidad de separar las funciones jurisdiccionales de las administrativas, de nombramiento, evaluación 
y disciplina que hoy recaen en la Corte Suprema y las cortes de apelaciones, recomendando que estas 
últimas  (las funciones administrativas) se atribuyan a un órgano ajeno a la jerarquía judicial, cuya 
composición específica corresponde definir a Chile (Informe ONU, Visita a Chile, 2025: párrs. 29-33). 

El informe -elaborado en el contexto de procesos judiciales por presunto tráfico de influencias en los 
nombramientos de ministros de la Corte Suprema (Informe ONU, Visita a Chile, 2025: párrs. 28 y 34-
37)- establece que el procedimiento vigente para dichos nombramientos (una nómina de cinco 
candidatos propuesta por la Corte Suprema sujeta al acuerdo de dos tercios del Senado) requiere una 
revisión urgente. En consecuencia, recomienda incorporar al Sistema de Alta Dirección Pública en la 
elaboración de las nóminas, con el fin de aislar el proceso de influencias políticas, y dar la mayor 
publicidad posible a los méritos de los candidatos. En cuanto a los tribunales inferiores, señala la 
ausencia de normas objetivas de selección y recomienda un sistema basado en el mérito, con criterios 
transparentes de capacidad, formación e integridad (Informe ONU, Visita a Chile, 2025: párrs. 37-42). 
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El informe formula un conjunto de recomendaciones dirigidas a fortalecer la independencia judicial y el 
acceso a la justicia, varias de las cuales inciden directamente en la organización del gobierno judicial y 
en el sistema de nombramientos. 

En primer lugar, recomienda avanzar en la reforma del gobierno judicial mediante la separación de las 
funciones jurisdiccionales y administrativas de la Corte Suprema, la creación de un órgano de gobierno 
judicial integrado por jueces de todos los niveles, la eliminación de la figura del abogado integrante y la 
revisión de los mecanismos de nombramiento, evaluación y disciplina judicial, junto con retirar de la 
Corte Suprema determinadas funciones no jurisdiccionales y asegurar un financiamiento adecuado para 
el Poder Judicial.  

En materia de nombramientos y carrera judicial (párr. 127), la Relatora recomienda incorporar al 
Sistema de Alta Dirección Pública en la elaboración de las listas de candidatos para los tribunales 
superiores, sobre la base de criterios públicos y fundados en el mérito, así como considerar el uso de 
jueces suplentes para cubrir vacantes temporales. Para el resto de los tribunales, propone que las 
nóminas de candidatos también sean elaboradas mediante dicho sistema, sin intervención de las cortes 
de apelaciones, acompañadas de decretos presidenciales debidamente fundamentados. Asimismo, 
sugiere coordinar la formación impartida por la Academia Judicial con los procesos de selección, priorizar 
a sus egresados para cubrir vacantes temporales cuando no existan jueces suplentes, adoptar 
mecanismos transitorios de nombramiento transparentes y basados en el mérito mientras se tramita la 
reforma constitucional, con participación de jueces, la abogacía, la academia y la sociedad civil, y agilizar 
los nombramientos pendientes, particularmente en los tribunales ambientales. 

Asimismo, formula recomendaciones destinadas a fortalecer la ética y las condiciones de ejercicio de 
la función judicial (párrs. 128-131), entre ellas la adopción de un Código de Ética Judicial, mejoras en 
la protección y condiciones de trabajo de los jueces, la continuación de la reforma de la justicia militar 
conforme a los estándares interamericanos y el fortalecimiento de las garantías de independencia de los 
fiscales, especialmente respecto de su régimen disciplinario. 

Finalmente, el informe recuerda que la crítica pública a jueces es legítima en una sociedad democrática, 
pero que los jueces —y sus familias— conservan derecho a la privacidad y deben estar protegidos de 
amenazas (párr. 140). 

 

II.  La Comisión de Venecia y sus informes sobre Chile 

1. Antecedentes y contexto  

La Comisión Europea para la Democracia por el Derecho, conocida como Comisión de Venecia, es el 
órgano consultivo del Consejo de Europa4 en materias constitucionales. Su labor consiste en emitir 
opiniones jurídicas no vinculantes, elaboradas a solicitud de los Estados u otros órganos competentes, 
con el propósito de promover el Estado de Derecho, la democracia y la protección de los derechos 

 
4 Organización internacional con sede en Estrasburgo que cuenta entre sus miembros a 46 países europeos. Fue 
creada para promover la democracia y proteger los derechos humanos y el Estado de derecho en Europa. 
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fundamentales mediante la identificación de estándares y buenas prácticas comparadas (Consejo de 
Europa, s.f.). 

En relación con Chile, la Comisión ha emitido dos opiniones recientes. En 2023 analizó el proceso de 
reforma constitucional iniciado tras el rechazo de la propuesta constitucional de 2022, contestando a 
distintas interrogantes efectuadas por la Comisión de Expertos. En materia de nombramientos, no hay 
pronunciamientos específicos para la judicatura sino solo respecto del Tribunal Constitucional (Comisión 
de Venecia, 2023: párrs. 71 y siguientes). 

Posteriormente, en 2025, a solicitud del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, la Comisión emitió 
una opinión sobre el proyecto de reforma constitucional relativo al Poder Judicial. El informe de junio de 
2025 se evacúa luego de una visita efectuada por la Comisión en abril del mismo año. El documento 
examina la propuesta de creación de un Consejo de Nombramientos Judiciales, un órgano autónomo 
encargado de la administración de los recursos del Poder Judicial, un nuevo sistema disciplinario, así 
como la evaluación de la figura del abogado integrante. Asimismo, evalúa la compatibilidad con los 
estándares internacionales sobre independencia judicial y gobierno judicial (Comisión de Venecia, 2025: 
párr 16). 

La Comisión de Venecia destaca que la reforma judicial es el resultado de un proceso de discusión 
prolongado, tanto en el ámbito político como académico. No obstante, recuerda que un proceso 
participativo no implica necesariamente alcanzar consenso, correspondiendo finalmente al legislador 
ponderar e incorporar las distintas observaciones recibidas (Comisión de Venecia, 2025: párr. 20). 

2. Estándares acerca del diseño institucional del Consejo de Nombramientos 

En este punto, la Comisión considera que las tradiciones jurídicas nacionales deben ser debidamente 
tomadas en consideración al diseñar una reforma judicial (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 24). 
Además, señala que la necesidad de introducir determinadas reformas al Poder Judicial chileno es 
ampliamente reconocida, incluso por actores relevantes de la propia judicatura (Comisión de Venecia, 
2025b: párr. 30). 

 

Pese a su denominación, el Consejo de Nombramientos Judiciales no tendría la competencia para 
efectuar directamente los nombramientos, sino para conducir el proceso de selección —mediante 
concursos que podrían ser encomendados a la Academia Judicial— y proponer ternas o nóminas 
de candidatos al Presidente de la República, correspondiendo al Senado prestar acuerdo en el 
caso de los ministros de la Corte Suprema. En relación con las modalidades para garantizar la 
independencia judicial en materia de nombramientos, la Comisión de Venecia señala que no existe 
un único modelo válido. Los mecanismos de designación judicial difieren considerablemente entre 
los distintos países y sistemas jurídicos, razón por la cual resulta indispensable considerar las 
tradiciones jurídicas nacionales, así como las garantías formales previstas en la Constitución y las 
leyes, junto con aquellas salvaguardas informales consolidadas por la cultura y la práctica 
institucional (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 33) 

 

Se enfatiza por la Comisión de Venecia que los estándares internacionales promueven la despolitización 
de los nombramientos judiciales, de modo que las designaciones y promociones se fundamenten en 
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criterios objetivos de mérito y no en consideraciones políticas o personales (Comisión de Venecia, 2025: 
párr. 34). Asimismo, advierte que, si bien no existe un modelo único de gobernanza judicial, los consejos 
de la judicatura se han consolidado como un mecanismo ampliamente utilizado para fortalecer la 
independencia judicial.  

Debido a la diversidad de diseños institucionales existentes, la Comisión evita prescribir una fórmula 
específica y, en cambio, identifica principios generales que deben orientar la configuración de estos 
órganos, atendiendo a las particularidades de cada ordenamiento jurídico (Comisión de Venecia, 2025b: 
párr. 35). Así, la Comisión destaca los siguientes principios: 

 

• debe alcanzarse un equilibrio entre la independencia y el autogobierno judicial, por una parte, 
y la necesaria rendición de cuentas del Poder Judicial, por otra, evitando riesgos de 
corporativismo mediante una composición equilibrada del consejo; 

• al menos la mitad de sus integrantes deberían ser jueces elegidos por sus pares, 
representando a todos los niveles de la judicatura y respetando el pluralismo interno; 

• el corporativismo debe contrapesarse mediante la participación de integrantes provenientes 
de otras profesiones jurídicas, quienes aportan legitimidad democrática y una perspectiva 
externa sobre las cualidades requeridas para el ejercicio de la función jurisdiccional; 

• la representación judicial debe reflejar la diversidad del Poder Judicial, considerando los 
distintos niveles y tipos de tribunales, así como criterios de representación territorial y de 
género; y 

• los miembros no judiciales deben gozar de garantías equivalentes a las de los jueces respecto 
de la estabilidad en el cargo y del debido proceso en caso de procedimientos disciplinarios o 
de remoción, salvo que exista una justificación objetiva para un tratamiento distinto (Comisión 
de Venecia, 2025b: párr. 32). 

 

3. Observaciones sobre el diseño de Consejo de Nombramientos Judiciales propuesto 

En cuanto al diseño de la reforma constitucional que la Comisión tuvo a la vista, esta advierte que la 
misma no entrega “información suficiente sobre el funcionamiento del sistema proyectado” (Comisión de 
Venecia, 2025b: párr. 39). En particular establece:  

 

En este sentido, recuerda su recomendación de conformar un consejo equilibrado, no solo entre 
miembros judiciales y no judiciales, sino también al interior de la representación judicial, 
asegurando la participación de jueces de distintos tipos de tribunales, niveles jurisdiccionales, 
regiones y con adecuada representación de género. Asimismo, reitera que, conforme a los 
estándares internacionales, al menos la mitad de los integrantes del consejo deberían ser jueces 
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elegidos por sus pares, garantizando una representación amplia y equitativa de la judicatura. Dado 
que el proyecto no permite determinar si el sistema propuesto cumple con este requisito, ni si 
asegura dicha representatividad, la Comisión considera que la exigencia de diez años de 
experiencia resulta insuficiente para ese propósito y recomienda perfeccionar el diseño del sistema 
para asegurar tanto la elección por pares como la diversidad de la representación judicial (párr .39) 

 

Respecto a los requisitos de exigibilidad, teniendo a la luz el proyecto remitido por la Presidencia de 
la República en 2025, la Comisión establece que los miembros de un consejo judicial, independiente  de 
si tienen la calidad de jueces o no deben ser seleccionados atendiendo a su competencia, experiencia, 
conocimiento de la función jurisdiccional, capacidad de deliberación y cultura de independencia. En 
consecuencia, considera que los criterios previstos en el proyecto no reflejan plenamente esos 
estándares (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 40) 

En ese sentido, la Comisión considera que el requisito de contar con diez años de experiencia judicial 
reduce de manera significativa el número de personas que podrían integrar el Consejo, tratándose de 
una exigencia poco frecuente en sistemas comparados con órganos equivalentes. Asimismo, estima 
que, aunque resulta razonable exigir una trayectoria disciplinaria intachable, impedir la postulación por 
la sola existencia de cualquier sanción disciplinaria, sin distinguir su entidad o antigüedad, podría resultar 
excesivo y afectar la representatividad del órgano. En consecuencia, recomienda privilegiar una 
evaluación cualitativa del desempeño y de los antecedentes disciplinarios de los postulantes, así como 
establecer inhabilidades para quienes hayan sido condenados por determinados delitos (Comisión de 
Venecia, 2025b: párr. 40). 

En cuanto a la incorporación de miembros no judiciales busca dar una composición plural y legitimada 
desde el punto de vista democrático (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 41). La Comisión valora la 
modificación efectuada en la tramitación del proyecto de ley en torno a que aumente el número de 
miembros no judiciales de dos a tres, y que se traslade la designación de esos miembros del Presidente 
de la República al Congreso Nacional (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 42). La Comisión de Venecia 
indica que “considera apropiado que los miembros no judiciales posean formación jurídica, ya que las 
funciones del Consejo se relacionan directamente con la carrera judicial y requieren evaluar 
adecuadamente las competencias y calificaciones de los candidatos” (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 
42). 

Respecto al tamaño y la representatividad del órgano, la Comisión indica que este “debe adecuarse 
a las características, dimensión y relevancia del sistema judicial del Estado respectivo” (párr. 43). 
Observa que, en comparación con otros consejos judiciales, se trata de un órgano compuesto por un 
número reducido de integrantes y que un órgano de mayor tamaño podría facilitar “una representación 
más amplia de los distintos niveles jurisdiccionales, regiones y géneros, especialmente en un país de 
las dimensiones de Chile” (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 44). Es por ello que valora que la Comisión 
de Constitución de la Cámara de Diputadas y Diputados haya incrementado la composición del consejo 
de cinco a siete miembros. 
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4. Observaciones sobre el procedimiento de nombramiento de jueces 

En relación con el proceso de nombramiento de jueces5 la Comisión de Venecia valora la función del 
Consejo Judicial Autónomo, de seleccionar candidatos idóneos para las vacantes judiciales mediante 
un proceso basado en el mérito. Indica que  

[l]a selección debe fundarse en los méritos y calificaciones de los postulantes, y las decisiones 
relativas a la selección de jueces deben basarse en criterios objetivos previamente establecidos 
por la ley. Asimismo, un sistema de concursos públicos constituye un mecanismo adecuado para 
la selección de jueces (Comisión de Venecia, 2025b: párr.46). 

Pese a ello, la Comisión recomienda establecer un control judicial efectivo sobre las decisiones del 
Consejo, limitado a revisar eventuales vicios procedimentales, sin sustituir la valoración técnica ni la 
discrecionalidad que la Constitución confiere a dicho órgano (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 47).  

La Comisión de Venecia señala que la participación del Presidente de la República en el 
nombramiento de jueces no es incompatible con los estándares internacionales, siempre que su margen 
de discrecionalidad sea limitado y el rol principal del proceso corresponda a un consejo judicial 
independiente (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 48).  

En el caso chileno, estima que las reformas incorporan salvaguardias suficientes, pues el Presidente 
solo puede elegir entre candidatos previamente seleccionados y jerarquizados por mérito, además de 
contemplarse el nombramiento automático del candidato mejor evaluado en caso de inacción 
presidencial. No obstante, recomienda establecer expresamente que el Presidente no podrá designar a 
personas que no integren la nómina elaborada por el Consejo (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 49).  

En cuanto al nombramiento de ministros de la Corte Suprema6, la Comisión indica que existen 
posiciones diversas en torno a la participación del Presidente y el Senado por el riesgo de politización, 
mientras que otros destacan que ello mantiene el equilibrio entre los poderes del Estado. Asimismo, 
toma nota de una modificación al proyecto que incorpora un mecanismo para evitar bloqueos si el 
Senado no se pronuncia oportunamente7 (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 51). Indica que la 

 
5 La Comisión de Venecia se pronuncia sobre la base del proyecto que contemplaba que el Consejo de 
Nombramientos Judiciales es responsable de administrar los procesos de selección sobre la base del mérito y 
mediante concursos públicos. Conforme al nuevo artículo 78, el Consejo elabora nóminas de candidatos ordenadas 
en forma descendente según los resultados de la evaluación y que corresponde al Presidente de la República 
efectuar los nombramientos a partir de dichas nóminas. En el caso de los ministros de la Corte Suprema, la elección 
presidencial requiere la aprobación del Senado, previa audiencia pública, mediante acuerdo adoptado por los dos 
tercios de los senadores en ejercicio. Respecto de los demás cargos judiciales (ministros de Cortes de Apelaciones, 
fiscales judiciales y jueces de instancias inferiores), el Presidente selecciona directamente de las nóminas 
elaboradas por el Consejo, sin necesidad de confirmación por parte del Senado. si el Presidente no designa a 
ningún candidato dentro de los diez días siguientes a la recepción de la nómina elaborada por el Consejo, se 
entenderá automáticamente nombrado el candidato ubicado en el primer lugar del ranking.  

6 Los comentarios de la Comisión son en torno al procedimiento que contemplado en el proyecto de ley en 2025, 
donde el Presidente elige entre una terna elaborada por el Consejo y requiere la aprobación del Senado. Si el 
Senado rechaza la propuesta, el Consejo debe completar nuevamente la terna y reiniciar el procedimiento. 
7 Se refiere a que si transcurridos 30 días desde que el Presidente de la República la nominación al Senado, y éste 
no se ha pronunciado, se tiene por aprobada la nominación del Presidente. 
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participación parlamentaria en el nombramiento de jueces de tribunales superiores es una práctica 
comparada frecuente. Sin embargo, “ha sido cautelosa acerca de los peligros de la politización cuando 
la facultad decisoria en el nombramiento de jueces recae en un órgano político y la participación de dicho 
órgano no es meramente formal” (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 52). En este caso, estima que la 
selección previa basada en el mérito y la realización de audiencias públicas fortalecen la transparencia 
y la rendición de cuentas del proceso (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 52). 

En cuanto a la incorporación de un mecanismo para superar eventuales bloqueos derivados de la 
exigencia de una mayoría de dos tercios en el Senado, considerando que permite compatibilizar la 
búsqueda de amplios consensos con la continuidad del funcionamiento del sistema judicial (Comisión 
de Venecia, 2025b: párr. 53). 

5. Observaciones sobre el sistema disciplinario 

En relación con el sistema disciplinario, la Comisión de Venecia observa que el proyecto no regula 
aspectos esenciales de su funcionamiento, como los órganos competentes para resolver los 
procedimientos disciplinarios, las causales de responsabilidad, el procedimiento aplicable, las sanciones 
o los mecanismos de impugnación, ya que contempla el marco institucional pero deja a la ley que regule 
dichos aspectos por lo que la Comisión no está en una posición de poder comentar este aspecto en lo 
sustantivo (párr. 58). Por ello, reitera pronunciamientos anteriores que establecen que  

la responsabilidad debe derivar de la infracción de un deber expresamente definido por la ley; debe 
garantizarse un juicio justo con audiencia plena de las partes y la intervención del juez; la ley debe 
definir la escala de sanciones; la imposición de la sanción debe sujetarse al principio de 
proporcionalidad; y debe existir el derecho a recurrir ante una autoridad judicial superior (Comisión 
de Venecia, 2025b: párr. 58). 

Asimismo, recuerda que las reglas sobre responsabilidad disciplinaria inciden directamente en la 
independencia judicial, razón por la cual recomienda que la propia reforma constitucional incorpore 
garantías suficientes para asegurar la independencia operativa de la Fiscalía Judicial (Comisión de 
Venecia, 2025b: párr. 59). 

La Comisión valora positivamente que la reforma separe las funciones de investigación y acusación de 
las funciones de juzgamiento, encomendando las primeras a la Fiscalía Judicial y las segundas a 
tribunales especializados, por estimar que ello fortalece las garantías de imparcialidad en los 
procedimientos disciplinarios (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 60). 

No obstante, advierte que la facultad del Presidente de la República para solicitar investigaciones 
disciplinarias8 requiere una regulación más precisa respecto de su alcance y límites. Asimismo, 
recomienda que la Fiscalía Judicial actúe con plena independencia y pueda iniciar investigaciones sobre 
la base de criterios objetivos, sin interferencias políticas (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 61). 

Finalmente, la Comisión observa que atribuir a la Fiscalía Judicial tanto funciones disciplinarias como 
facultades consultivas en materia de conflictos de interés podría generar conflictos de interés, 
particularmente si el mismo órgano asesora a un juez y posteriormente debe investigarlo (Comisión de 

 
8 Se refiere a la modificación del artículo 80 bis. 
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Venecia, 2025b: párr. 62). En este sentido, reitera la necesidad de mantener una separación clara entre 
las funciones de ética judicial y las funciones disciplinarias, de modo que las consultas formuladas por 
los jueces permanezcan confidenciales y no puedan dar lugar posteriormente a procedimientos 
sancionatorios (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 63). 

6. Observaciones sobre la administración del Poder Judicial  

La Comisión se pronuncia además sobre la creación de un órgano autónomo encargado de la 
administración y gestión de los recursos del Poder Judicial, función que actualmente corresponde a la 
Corte Suprema (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 64). La Comisión de Venecia recuerda que los 
estándares internacionales exigen que el Poder Judicial cuente con recursos suficientes y que participe 
en las decisiones relativas a su organización y administración. Asimismo, señala que la administración 
presupuestaria debe recaer en un órgano independiente del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo 
(Comisión de Venecia, 2025b: párr. 65). 

No obstante, observa que el proyecto remite los aspectos esenciales del nuevo órgano a una futura ley 
orgánica, lo que impide evaluar adecuadamente su diseño institucional. En consecuencia, recomienda 
precisar las competencias del nuevo consejo y delimitar con mayor claridad la distribución de funciones 
y la relación que mantendrá con la Corte Suprema en materia de administración y gestión de los recursos 
del Poder Judicial (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 66). 

7. Observaciones sobre la figura de los abogados integrantes 

Por último, respecto de la figura de los abogados integrantes, la Comisión explica que la figura de 
jueces sustitutos provenientes del ejercicio profesional de la abogacía no es, por sí misma, incompatible 
con los estándares internacionales sobre independencia judicial (Comisión de Venecia, 2025b: párr. 68).  

En el caso chileno, la Comisión advierte que los abogados integrantes son designados por el Poder 
Ejecutivo donde parece que faltan “criterios transparentes y claros, preestablecidos y basados en el 
mérito, para su designación, así como una regulación adecuada de estas funciones”. Además, recoge 
las preocupaciones expresadas por distintos actores respecto de los riesgos que esta institución genera 
para la imparcialidad judicial y la confianza pública en el sistema de justicia. Por estas razones, valora 
positivamente la propuesta de eliminar la figura del abogado integrante (Comisión de Venecia, 2025b: 
párr. 70). 

8. Conclusiones generales de la Comisión  

En sus conclusiones, la  Comisión de Venecia hace hincapié en los diversos puntos que aborda a lo 
largo del informe. En primer lugar, indica que las “reformas propuestas inciden sobre el Poder Judicial, 
institución esencial en todo Estado de Derecho, la Comisión estima indispensable mantener un proceso 
adecuado de consultas públicas durante los meses previos a la votación parlamentaria del proyecto” 
(Comisión de Venecia, 2025b: párr. 73).  

Además, indica que la opinión que emite no busca más que abordar los principales aspectos del proyecto 
de reforma constitucional a la luz de los estándares internacionales aplicables (Comisión de Venecia, 
2025b: párr.74). 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

15 
 

Finalmente, insiste en los elementos esenciales del nuevo sistema de gobierno judicial -incluyendo las 
competencias, composición y principales reglas de funcionamiento de los nuevos órganos- sean 
establecidos en la propia Constitución y no queden entregados íntegramente a una futura ley orgánica 
(Comisión de Venecia, 2025b: párr. 75). 

En términos generales, la Comisión de Venecia valora positivamente la orientación de la reforma, por 
cuanto busca desconcentrar funciones actualmente radicadas en la Corte Suprema y establecer un 
sistema de gobierno judicial basado en órganos autónomos y en criterios de mérito para los 
nombramientos. Asimismo, recuerda que no existe un modelo único de gobierno judicial y que la 
distribución de competencias entre distintos órganos es compatible con los estándares internacionales, 
razón por la cual respalda el enfoque general de la reforma propuesta (Comisión de Venecia, 2025b: 
párr. 76). 

Entre los aspectos especialmente positivos, la Comisión destaca la creación de un Consejo de 
Nombramientos Judiciales basado en criterios de mérito; el establecimiento de un órgano autónomo 
para la administración y gestión de los recursos del Poder Judicial; la separación entre las funciones de 
investigación y juzgamiento en materia disciplinaria; y la eliminación de la figura del abogado integrante 
(Comisión de Venecia, 2025b: párr. 77). Sin perjuicio de esta valoración favorable, formula diversas 
recomendaciones destinadas a perfeccionar el proyecto, entre las que se encuentran las siguientes:  

• regular en la propia Constitución las características esenciales del Consejo, así como las 
garantías de estabilidad en el cargo de sus integrantes; 

• incorporar requisitos adicionales de elegibilidad para integrar dicho órgano; 

• desarrollar un sistema que cumpla con el requisito de elección por los pares y que asegure 
la diversidad entre los jueces y los distintos tribunales; 

• establecer un control judicial efectivo sobre las decisiones del Consejo; y 

• regular con mayor precisión la competencia del Consejo para trasladar jueces por “causa 
justificada”. 

 

Por último, la Comisión recomienda que exista una distinción clara entre las normas relativas a la ética 
judicial y aquellas relativas a responsabilidad disciplinaria, las que deben complementarse (Comisión 
de Venecia, 2025b: párr.83). 
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Tabla 2. Principales observaciones y recomendaciones de la Comisión de Venecia sobre el 
proyecto de reforma constitucional del Poder Judicial (Opinión CDL-AD(2025)021) 

Aspecto Estándar o criterio de la Comisión de 
Venecia 

Situación del proyecto observada por la 
Comisión 

Consejo de 
Nombramientos 

Debe tratarse de un órgano equilibrado, 
con al menos la mitad de jueces 
elegidos por sus pares. 

Valora la creación de un órgano 
autónomo. El proyecto no permite verificar 
plenamente que se cumpla ese estándar al 
dejar cuestiones por definir al legislador. 
Recomienda regular sus elementos 
esenciales en la Constitución.  

Composición del 
Consejo de 
Nombramientos 

Debe representar distintos niveles 
jurisdiccionales, regiones y género. 

Recomienda ampliar y diversificar la 
representación.  
Recomienda que al menos la mitad de sus 
miembros sean jueces elegidos por sus 
pares. 

Selección de 
jueces y juezas 

Debe fundarse en el mérito y en 
criterios objetivos previamente 
establecidos. 

Valora el sistema de concursos públicos y 
recomienda establecer un control judicial 
sobre las decisiones del Consejo. 
 

Rol del 
Presidente de la 
República en 
nombramientos 

Su participación es compatible con los 
estándares internacionales siempre que 
su discrecionalidad sea limitada. 

Recomienda impedir nombramientos fuera 
de la nómina elaborada por el Consejo y 
valora el sistema de nombramiento 
automático en caso de inacción 
presidencial. 

Participación 
parlamentaria en 
nombramientos  

La participación parlamentaria en el 
nombramiento de jueces de altas cortes 
es compatible con los estándares 
internacionales. 

Valora el mecanismo para evitar bloqueos 
institucionales en caso de no alcanzarse la 
mayoría requerida. 

Disciplina Debe existir separación entre las 
funciones de investigación y decisión 
disciplinaria, junto con garantías de 
debido proceso. 

Recomienda reforzar garantías procesales 
e independencia de la Fiscalía Judicial y 
distinguir claramente entre ética judicial y 
disciplina. 

Administración 
judicial 

Debe recaer en un órgano 
independiente de los demás poderes 
del Estado. 

Recomienda definir en la Constitución sus 
competencias y la relación con la Corte 
Suprema.  

Abogados 
integrantes 

La institución no es incompatible por sí 
misma con estándares internacionales. 

Valora su eliminación en el contexto 
chileno. 

Fuente: elaboración propia en base a la Opinion No. 1233/2025 de la Comisión de Venecia. 
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Tabla 3.     Convergencias entre los principios de la Relatora Especial de Naciones Unidas y la 
Comisión de Venecia sobre nombramientos judiciales 

Los principios desarrollados por la Relatora Especial de Naciones Unidas (AGNU, 2026) reflejan, en 
gran medida, criterios que también han sido sostenidos por la Comisión de Venecia (2025). Ambas 
fuentes convergen en la necesidad de asegurar procedimientos de nombramiento judicial fundados en 
el mérito, transparentes, regulados por normas claras y protegidos frente a injerencias políticas 
indebidas, sin imponer un modelo institucional único de gobierno judicial. 

Estándar 
internacional 

Relatora Especial de la ONU Comisión de Venecia 

Marco normativo 
claro 

Los procedimientos de nombramiento 
deben estar establecidos en normas 
constitucionales o legales 
suficientemente precisas para limitar la 
discrecionalidad. 

Recomienda que las reglas de 
nombramiento estén claramente reguladas 
y otorguen certeza jurídica. 

Órgano 
independiente 
de selección 

Considera buena práctica encomendar 
la selección a un órgano independiente, 
como un consejo judicial, protegido de 
influencias políticas. 

Favorece la existencia de un consejo 
judicial u órgano equivalente independiente 
encargado de los nombramientos. 

Nombramientos 
basados en el 
mérito 

El mérito —integridad, formación y 
capacidad— debe ser el criterio rector 
de selección. 

Los nombramientos deben fundarse en 
criterios objetivos y en el mérito profesional 
de los candidatos. 

Limitación de la 
discrecionalidad 
política 

La participación del Ejecutivo o 
Legislativo sólo es admisible si no 
permite injerencias indebidas y se basa 
en propuestas de un órgano 
independiente. 

La intervención de órganos políticos puede 
existir, pero debe estar limitada por una 
selección previa basada en el mérito. 

Transparencia 
del 
procedimiento 

Publicidad de vacantes, criterios, 
procedimientos, motivación de las 
decisiones y posibilidad de escrutinio 
público. 

Recomienda procedimientos 
transparentes, motivación de las 
decisiones y publicidad de las etapas 
relevantes del proceso. 

Consejo judicial 
plural e 
independiente 

Si existe un consejo judicial, debe ser 
realmente independiente y protegido 
frente a capturas políticas. 

Desarrolla con mayor detalle su 
composición, recomendando una mayoría 
de jueces elegidos por sus pares junto con 
miembros no judiciales. 

Nombramientos 
temporales 

Deben ser excepcionales, limitados en 
el tiempo y sujetos a las mismas 
garantías de independencia que los 
nombramientos permanentes. 

Advierte que los nombramientos 
temporales no deben transformarse en un 
mecanismo de presión o dependencia. 

Control y 
revisión 

Deben existir mecanismos eficaces 
para impugnar irregularidades del 
proceso de nombramiento. 

Recomienda que las decisiones relevantes 
puedan ser revisadas para controlar la 
legalidad del procedimiento. 
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No existe un 
modelo único 

Los principios son compatibles con 
distintos diseños institucionales, 
siempre que aseguren independencia 
judicial. 

Sostiene reiteradamente que no existe un 
único modelo europeo o internacional de 
consejo judicial. 

Fuente: Elaboración propia en base al documento “Principios sobre el nombramiento de jueces” (AGNU, 
2026) y a la Opinion No. 1233/2025 de la Comisión de Venecia. 
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Asesoría Técnica Parlamentaria, está enfocada en apoyar preferentemente el trabajo de las Comisiones 
Legislativas de ambas Cámaras, con especial atención al seguimiento de los proyectos de ley. Con lo cual se 
pretende contribuir a la certeza legislativa y a disminuir la brecha de disponibilidad de información y análisis entre 
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